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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 22 de noviembre de 2006, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Negri, Hitters, Pettigiani, Genoud, Kogan, de Lázzari, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para dictar sentencia definitiva en la causa B. 68.552, "Intendente Municipal de Lincoln contra Concejo Deliberante de Lincoln. Conflicto art. 196, Constitución provincial".
A N T E C E D E N T E S


I. Jorge Abel Fernández, en su carácter de Intendente de la Municipalidad de Lincoln, promueve el presente conflicto en los términos de los arts. 196 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y 261 y sgtes. del decreto ley 6769/1958, contra el Concejo Deliberante de esa comuna.


Solicita que se decrete la nulidad del art. 7 de la ordenanza 1774/06, sancionada definitivamente por la insistencia del Concejo Deliberante de Lincoln.


Considera que dicho órgano se arrogó facultades propias y exclusivas que la Ley Orgánica de las Municipalidades (art. 109 dec. ley 6769/1958) y la ley 11.757 (arts. 19 inc. "a", modif. por ley 11.853 y 104) asignan al Departamento Ejecutivo.


II. Una vez remitidos los antecedentes (conf. fs. 165) se agregaron, a fs. 279/291 y 314/328, las presentaciones del Presidente del Concejo Deliberante y del representante de los Concejales de la comuna, respectivamente.


En virtud de las mismas, a fs. 331 el Tribunal convocó a una audiencia para el día 27 de abril de 2006, a fin de considerar la intervención de aquéllos en el proceso.


A fs. 336 obra el acta de la audiencia en la que el Presidente del Concejo Deliberante y los miembros de la Comisión especial creada mediante decreto 423/2006 revocaron un poder general otorgado con anterioridad y unificaron personería. Acordaron, también, respetar el contenido sustancial de la exposición realizada a fs. 314/328.


III. A fs. 340 se confirió vista de las actuaciones a la señora Procuradora General quien aconseja hacer lugar al conflicto planteado, por entender que el Concejo Deliberante excedió con su proceder el marco de las atribuciones conferidas constitucional y legalmente, ingresando en la zona de reserva del Departamento Ejecutivo.


IV. Agregado el dictamen, la causa quedó en estado de ser resuelta, por lo que el Tribunal decidió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N


¿Es fundada la presentación por la que se promueve el conflicto?

V O T A C I O N 


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Negri dijo:


I. El titular del Departamento Ejecutivo de la Municipalidad de Lincoln pide que, por la vía del conflicto previsto en el art. 196 de la Constitución de la Provincia y reglado por el art. 261 y conc. del decreto ley 6769/1958, esta Suprema Corte declare la nulidad del art. 7 de la ordenanza 1774/06, mediante la cual el Concejo Deliberante de Lincoln aprobó en los términos de la insistencia el Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos para el año 2006.


Relata que el Concejo Deliberante, al considerar el proyecto de Presupuesto que le remitiera, introdujo modificaciones al art. 7° del mismo. Expresa que al aprobar el mentado proyecto mediante la ordenanza 1774/06 dicho artículo quedó redactado de la siguiente manera: "... fíjase el sueldo básico del agente municipal con jornada laboral de treinta horas semanales en la suma de pesos cuatrocientos setenta ($ 470)...". Sostiene que ello importó un incremento de casi doscientos pesos en ese ítem.


Alega que la modificación introducida invadió la zona de reserva del Departamento Ejecutivo en materia de fijación del sueldo básico del agente municipal.


Dice que por medio del decreto  595/2006 vetó totalmente la ordenanza de presupuesto. No obstante ello, el Concejo Deliberante, el día 15-III-2006, dictó la resolución nro. 535/06, a través de la cual rechazó el decreto  595/2006 y consecuentemente insistió en la aprobación de la ordenanza cuestionada, quedando de ese modo sancionada definitivamente.


Realiza un análisis de los arts. 19 inc. "a" en su redacción original y 104 de la ley 11.757, como así también de las modificaciones introducidas por la ley 11.853 que actualmente rigen, a su entender, la materia.


Cita y transcribe jurisprudencia de este Tribunal y concluye que tanto la ley como la doctrina judicial han resuelto que a partir de la sanción de la ley 11.853 ‑modificatoria de la ley 11.757- es potestad del Departamento Ejecutivo municipal la fijación del sueldo básico del agente municipal.


Entiende que si bien de la resolución 535/06 surge que el Concejo Deliberante fundó aquella modificación presupuestaria en una supuesta delegación del Intendente, ello no puede ser posible ya que tanto razones de índole constitucional (art. 45 de la Constitución provincial) como legales (art. 19 inc. "a", ley 11.757, modif. por ley 11.853) impiden realizar delegaciones de competencias atribuidas legalmente.


Concluye expresando que si la ley 11.757 ‑modificada por la ley 11.853- otorgó competencia al Departamento Ejecutivo para fijar el sueldo básico, era este y no el Concejo Deliberante quien debía cuantificarlo para el ejercicio 2006, por lo que su actuación produce la nulidad del art. 7º de la ordenanza 1774/06, por invadir facultades privativas y reservadas del Departamento Ejecutivo.


II. Por su parte, el representante del Concejo Deliberante manifiesta que el cuerpo deliberativo ha ejercido de manera clara y precisa las atribuciones y facultades que, en materia de aprobación del proyecto de Ordenanza de Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos, le confiere la Ley Orgánica de las Municipalidades (dec. ley 6769/58 y modif.) en los arts. 29, 31, 34, 35, 36, 37, 38 y concordantes.


Sostiene que el Concejo Deliberante al recibir el proyecto de ordenanza de presupuesto puede rechazarlo o modificarlo, total o parcialmente, sin existir -según su criterio- límites constitucionales en lo atinente a la valoración, adecuación y moderación de las partidas presupuestarias que se procedan a asignar a cada uno de los ítems de gastos a cubrir.


Entiende que nada obsta a que este órgano, para llevar a cabo su cometido legal, modere la asignación de partidas presupuestarias, aun para el gasto que conlleve la estructura de personal del municipio, siempre que existan los recursos disponibles.


Consigna que atento que en el proyecto de presupuesto enviado por el Poder Ejecutivo municipal, no se contemplaba un reconocimiento para los trabajadores municipales, habida cuenta que la categoría 16 se representaba mediante la suma de $ 270,71 y paralelamente existía un incremento porcentual del presupuesto 2006 elevado por el Poder Ejecutivo municipal, se consideró conveniente formular un incremento de los recursos destinados al gasto salarial, reasignando, modificando y reduciendo con moderación distintas partidas presupuestarias sin afectar sustancialmente el presupuesto propuesto por el Departamento Ejecutivo, con estricto cumplimiento del art. 35 del dec. ley 6769/1958.


Manifiesta que la Ley Orgánica de las Municipalidades establece en su art. 63 que: "... Constituyen atribuciones del Concejo... inc. 5.- Organizar la carrera administrativa con las siguientes bases: acceso por idoneidad, escalafón, estabilidad, uniformidad de sueldos en cada categoría e incompatibilidades".


Sostiene que lo dispuesto en tal artículo en nada contradice o colisiona la facultad o competencia en materia de empleo público prevista en el art. 19 inc. a de la ley 11.757 -modificada por la ley 11.853- y a su vez con el art. 109 de la L.O.M., pues la proyección establecida en este último artículo a cargo del Departamento Ejecutivo se encuentra sujeta a la revisión, análisis, determinación y posterior aprobación por parte del Concejo Deliberante de la comuna, el cual tiene amplias facultades para modificar total o parcialmente las partidas presupuestarias (art. 115 L.O.M.), circunstancia que, a su entender, se ha producido en los presentes autos sin por ello generar o producir una intromisión en la zona de reserva legal del poder administrador o arrogarse competencias del Departamento Ejecutivo.


Concluye afirmando que en el caso no existe conflicto de poderes, toda vez que la ordenanza se sancionó en ejercicio de la competencia propia del cuerpo legisferante, legítimamente habilitada por la Ley Orgánica municipal, aprobándose los gastos y recursos pertinentes dentro del ejercicio de aquella competencia, conforme los topes establecidos, y en consecuencia, sin modificación del monto total proyectado por el Departamento Ejecutivo.


III. Expuesto ello, cabe señalar que el art. 196 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires atribuye a esta Suprema Corte en forma originaria y exclusiva el conocimiento y decisión de los conflictos internos de las Municipalidades, sea que se produzcan entre los Departamentos Ejecutivo y Deliberativo o en el seno de este último.


El Tribunal ha interpretado invariablemente que lo que define a los conflictos producidos entre los departamentos de un municipio es la efectiva contienda entre esas autoridades en cuanto respecta a sus facultades (causas B. 53.253, res. del 4-IX-1990 y B. 55.047, res. del 9-III-1993, entre muchas otras).


En lo que concierne al régimen municipal, la Constitución provincial estableció en su art. 192, al regular las atribuciones inherentes al mismo, la de votar anualmente el presupuesto y los recursos para costearlo.


Dicha norma prevé que será el Departamento Ejecutivo el encargado de proyectar el presupuesto, no pudiendo el Deliberativo aumentar su monto total. Asimismo dispone que, en caso de veto total o parcial, si el Concejo Deliberante insistiera por dos tercios de votos, el Intendente estará obligado a promulgarlo.


Iguales previsiones contiene la Ley Orgánica de las Municipalidades en sus arts. 69, segunda parte y 108 inc. 2. 


Siendo ello así, no advierto la configuración del conflicto denunciado.


En el caso, tanto el Departamento Deliberativo, al sancionar la ordenanza cuestionada, sin que se hubiere dispuesto aumento alguno respecto a su monto total, como el Ejecutivo, al vetarla, han actuado dentro de la esfera de las atribuciones que el ordenamiento les confiere.


En este orden de ideas, el Tribunal ha señalado que la configuración institucional de la situación de conflicto se presenta, exclusivamente, cuando la divergencia no tenga solución legal dentro de las atribuciones propias de las autoridades municipales y declaró que no existía cuando, como en autos, el Departamento Ejecutivo veta una ordenanza que el Concejo Deliberante ha sancionado y este le confiere sanción definitiva por insistencia (conf. doct. causas B. 49.974, "Concejo Deliberante de la Municipalidad de Magdalena", res. del 4-XII-1984, B. 52.381, "Concejo Deliberante de General Las Heras", res. del 16-V-1989 y B. 55.182, "Departamento Ejecutivo de la Municipalidad de Necochea", res. del 11-V-1993, entre otras).


IV. Si bien lo hasta aquí expuesto resultaría suficiente para desestimar la denuncia efectuada, de la presentación que diera origen al presente, advierto que la pretensión esgrimida por el Intendente municipal no se dirige a dirimir precisamente un conflicto entre el departamento ejecutivo y el concejo deliberante, sino a impugnar la validez de la Ordenanza de Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos, aprobada por este último en los términos de la insistencia.


Así las cosas, considero pues que la vía procesal intentada no resulta hábil para resolver una pretensión anulatoria como la que aquí se peticiona.


Resolver un planteo tan delicado como lo es la validez de la ordenanza municipal que elevó de $ 270,71 a $ 470 el sueldo básico del agente municipal requiere un examen exhaustivo de la cuestión sustancial que se propone, con la posibilidad de un contradictorio pleno que permita un mayor debate de las postulaciones y defensas de las partes, con la correspondiente producción de pruebas de todas ellas.


Más aun cuando, como sucede en el caso de autos, no ha mediado petición alguna tendiente a que se disponga la suspensión de la norma cuestionada, infiriéndose por tal motivo que, la decisión que se adopte, gravitará seguramente sobre derechos actuales de los trabajadores comunales.


Y una declaración con tales alcances no puede tener cabida dentro del estrecho margen cognitivo que el ordenamiento establece para el trámite de los llamados conflictos internos municipales, ya que estos, en su faz procesal, no constituyen en sentido estricto un juicio con partes antagónicas que exponen sus pretensiones contrapuestas ante un juez, a través de una demanda y un escrito de contestación. Se trata, como se ha resuelto, de una tramitación especial que, por su naturaleza, no se halla regida por las mismas reglas y principios que los procedimientos que organizan y reglan los Códigos procesales (causas B. 55.321, "Contreras", res. del 7-XII-1993 y sus citas, B. 57.914, "Hernández", res. del 25-III-1997).


En tal sentido, esta Corte ha resuelto que no puede abocarse al conocimiento de peticiones que, bajo el nombre de conflicto municipal, impugnan la validez de leyes formales, como las ordenanzas municipales ("Rico Juan A. c/ Concejo Deliberante de La Matanza s/ conflicto art. 187, Const. Pcial.", sent. 16 de junio de 1995).


Decidir la cuestión ventilada en autos a través del procedimiento previsto en los arts. 689 y 690 del Código Procesal Civil y Comercial; 261 y sgtes. del dec. ley 6769/1958, importaría desconocer la garantía del debido proceso y la efectiva vigencia de la defensa en juicio para los trabajadores afectados por el debate. Lo que resulta inadmisible en un estado de derecho.


V. Sentado ello y, siendo una atribución del órgano jurisdiccional calificar el alcance de las pretensiones de las partes y determinar el régimen procesal que le es aplicable, considero cabe reconducir, por Secretaría, la presentación efectuada por el Intendente Municipal de Lincoln como conflicto de poderes, al trámite previsto para la acción originaria de inconstitucionalidad en los arts. 161 inc. 1 de la Constitución local; 34 inc. 5, 36 inc. 2 y 683 y sgtes. del Código Procesal Civil y Comercial, por ser éste el cauce procesal idóneo.


Confiérese a las partes el plazo de quince días, en atención a las circunstancias de la causa, para que adecuen a las normas arriba citadas sus respectivas presentaciones (art. 155, segundo párrafo C.P.C.C.).


Oportunamente se citará por Secretaría a los terceros alcanzados por la norma en debate (art. 94 y sgtes. del C.P.C.C.).


Con el alcance señalado voto por la negativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:


I- Si bien comparto el relato de antecedentes formulado por mi distinguido colega preopinante, doctor Negri, en los puntos I y II de su voto, disiento con el desarrollo argumental y solución que propone.


II- En esencia, el Intendente municipal de Lincoln plantea que el Departamento Deliberativo de dicha comuna, al modificar el art. 7º del proyecto de ordenanza de presupuesto general de gastos y recursos que fijaba el sueldo básico del empleado municipal, ha ejercido atribuciones que la normativa aplicable le confiere al Departamento Ejecutivo.


III- Conforme lo establece el art. 196 de la Constitución provincial es atribución originaria y exclusiva de esta Corte dirimir los conflictos internos de las Municipalidades, sea que se produzcan entre los Departamentos Ejecutivo y Deliberativo, sea que ocurran en el seno de este último.


En consecuencia, corresponde a este Tribunal resolver las contiendas que involucran a los dos departamentos que componen el Poder municipal, siempre y cuando se susciten con motivo de sus respectivas atribuciones, como cuando uno desconoce al otro la facultad que éste se atribuye o invade directa o indirectamente la esfera del otro ("Acuerdos y Sentencias", serie 9º, t. 85, pág. 429; t. 186, pág. 542; 1974-III-623; causas B. 51.873, res. del 26-IV-1988; B. 53.253, res. del 4-IX-1990; B. 54.089, res. del 26-XI-1991; B. 58.988, res. del 21-IV-1998; B. 62.298, res. del 7-XI-2001; B. 63.420, res. del 24-IV-2002, entre otras).


No me olvido que al votar la causa B. 67.594, "GOBERNADOR PROVINCIA DE BUENOS AIRES", sent. del 25-II-2004, puse de relieve que el conflicto de poderes no puede tener como finalidad principal la declaración de inconstitucionalidad de las leyes, decretos, ordenanzas o reglamentos, ya que a tales efectos el ordenamiento ritual bonaerense contempla una vía específica -la acción originaria de inconstitucionalidad (arts. 161 inc. 1º de la Const. Prov.; 683 y sigs. del C.P.C.C.)-, mas tal criterio no resulta aquí aplicable pues en el caso estamos ante un típico "conflicto de poderes", ante una "lucha" entre dos poderes que se disputan la competencia para realizar un determinado acto, conforme he de explicar a continuación.


IV- Como tuve oportunidad de sostener al votar la causa I. 2027, "Sindicato de Trabajadores Municipales de Necochea", sent. del 13-XII-2000, son atribuciones inherentes al régimen municipal dictar ordenanzas y reglamentos dentro de las competencias que se asigna a los municipios (art. 192 inc. 6, Const. prov.), correspondiendo el deslinde de las atribuciones y responsabilidades de cada departamento a la Legislatura, la que deberá conferirles las facultades necesarias para que ellos puedan atender eficazmente a todos los intereses y servicios locales (art. 191, Const. prov.).


En su redacción originaria la Ley Orgánica de las Municipalidades (decreto ley 6769/1958) estableció como atribución del Concejo Deliberante, en su art. 63 inc. 4º, la de organizar la carrera administrativa.


La ley 11.757 (publicada en el B.O.P. el 2-II-1996), a la par que derogó el artículo citado (art. 106), sancionó el Estatuto para el Personal de las Municipalidades de la Provincia de Buenos Aires.


En lo que al tema salarial interesa estableció en su artículo 19 que "El agente tiene derecho a la retribución de sus servicios, de acuerdo con su ubicación en la carrera o en las demás situaciones previstas en este Estatuto y que deban ser remuneradas, conforme el principio que a igual situación de revista y de modalidades de prestación de servicios, gozará de idéntica remuneración, la que se integrará con los siguientes conceptos...".


El inc. a) contempló como uno de los rubros que componen el salario al sueldo, disponiendo que el mismo se determinará por ordenanza para la categoría correspondiente a cada agrupamiento en que reviste.


En octubre de 1996 fue publicada en el Boletín Oficial la ley 11.583 cuyo art. 1º modificó el aludido inc. a) del art. 19, prescribiendo que el sueldo de cada categoría salarial sería fijado por el Departamento Ejecutivo.


Por su parte el art. 104 de la ley 11.757 confirió al mismo la atribución de reglamentar el escalafón y las nóminas salariales.


V- De la reseña normativa que antecede, y tal como lo ha advertido este Tribunal en causas que guardan esencial analogía con la presente (B. 64.183, "Intendente Municipal de Morón", res. del 21-VIII-2002 y B. 67.596, "Intendente Municipal de General San Martín", sent. del 7-VII-2004), el Estatuto para el Personal de las Municipalidades introdujo modificaciones sustanciales en punto a las atribuciones de los departamentos que integran los municipios bonaerenses con relación a la organización y regulación de la carrera administrativa de sus agentes.


No cabe hesitación que tras las reformas apuntadas, el legislador ha colocado en manos del Intendente la facultad de determinar y conformar la remuneración de los agentes municipales.


Así las cosas, al modificar el art. 7º del proyecto de ordenanza de presupuesto general de gastos y recursos por el cual se fijaba el sueldo básico del empleado municipal, el Concejo Deliberante ha invadido la esfera de actuación propia del Departamento Ejecutivo.


VI- Por las razones expuestas, entiendo que corresponde hacer lugar al conflicto promovido y declarar nulo el art. 7º de la ordenanza 1774/06, sancionada definitivamente por el Concejo Deliberante de Lincoln por medio de la resolución  535/06 (arts. 191, 192 y 196, Const. provincial; 261, 264 y conc., Ley Orgánica de las Municipalidades, decreto ley 6769/1958; 14 inc. "p", 19 inc. "a", 104 y 106, ley 11.757).


Costas por su orden (art. 68 inc. 2 del C.P.C.C.).


Voto por la afirmativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:


Adhiero al voto del señor Juez doctor Hitters a excepción de la consideración que formula en la primera parte del tercer párrafo del punto III de la citada opinión, pues entiendo que, a los fines de la solución propiciada para el caso sub examine, resulta innecesario pronunciarse sobre el tópico ponderado en la parcela que excluyo de mi adhesión.


Reiterando mi coincidencia con el voto del ministro preopinante, con la salvedad apuntada, doy el mío por la afirmativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Genoud dijo:


I. En autos ha quedado patentizada la presencia de la situación aprehendida por el art. 196 de la Constitución provincial, en tanto ambos departamentos municipales reclaman para sí la atribución de fijar el sueldo básico del empleado comunal.


II. La reforma introducida al art. 19 inc. "a" de la ley 11.757 por su similar 11.853 determinó que el salario del agente sería el que determinara el Departamento Ejecutivo, en lugar de su redacción anterior que disponía que el sueldo sería fijado por ordenanza.


En tal sentido, no albergo dudas que el legislador ha conferido dicha facultad al Intendente municipal.


III. De tal forma el Concejo Deliberante a través de la modificación al art. 7 de la ordenanza cuestionada en esta causa -en la medida que establecía el salario señalado, sin la iniciativa o acuerdo del Departamento Ejecutivo- ha invadido una competencia privativa del restante cuerpo comunal.


IV. Por lo demás y en lo que resulta concordante con lo expuesto hasta aquí, y con excepción de lo señalado en el punto III de su exposición, adhiero al voto del señor Juez doctor Hitters y doy el mío en igual sentido.


Voto por la afirmativa.


Costas por su orden (art. 68 inc. 2 del C.P.C.C.).


Los señores jueces doctores Kogan y de Lázzari, por los fundamentos del señor Juez doctor Genoud, votaron también por la afirmativa.


Con lo que terminó el acuerdo dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, oída la señora Procuradora General, el Tribunal resuelve, por mayoría, hacer lugar al conflicto de Poderes presentado por el Intendente de la Municipalidad de Lincoln contra el Concejo Deliberante de esa comuna y, en consecuencia, declarar nulo el art. 7º de la ordenanza 1774/06, sancionada definitivamente por el Concejo Deliberante de Lincoln por medio de la resolución 535/06 (arts. 191, 192 y 196, Const. provincial; 261, 264 y conc., Ley Orgánica de las Municipalidades, decreto ley 6769/1958; 14 inc. "p", 19 inc. "a", 104 y 106, ley 11.757).


Las costas se imponen por su orden (art. 68 inc. 2º del C.P.C.C.).


Regístrese y notifíquese.
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